Santiago, 14 de julio 2014

Marcela Benavides

Coordinadora nacional 

Movimiento D

PRESENTE
Estimada Marcela:

En reunión de socios de nuestra organización – CORFADICH – realizada en el 12 del presente y después de haber analizado, entre otros puntos, su comunicación en relación a reunión (“audiencia”) con la Ministro de Desarrollo Social, hemos acordado dirigirnos a Ud. para señalar un conjunto de observaciones que explicitamos a continuación:

1. Consideraciones de fondo.
No nos parece pertinente que en una reunión formal de este tipo se hagan planteamientos individuales de parte de cada una de las organizaciones que conforman el Movimiento D acerca de sus particulares necesidades y reivindicaciones, desnaturalizando de esta manera su  sentido. Esto es, exigir al Estado chileno el cumplimiento pleno de los derechos de las personas con discapacidad señalados principalmente y con todo detalle en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de Naciones Unidas (CDPD), ratificada por nuestro país el año 2008, tal como se expresa en la carta de presentación del Movimiento D aprobada por todas sus organizaciones integrantes:

“La vulnerabilidad actual de las personas con discapacidad es precisamente un indicador de la inequidad y desigualdad sociales existentes en nuestro país y muestra la gran contradicción existente entre, por una parte, los derechos ampliamente proclamados en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, firmada y ratificada por el Estado chileno, lo expresado en las Normas sobre Inclusión Social de las Personas con Discapacidad, en la Ley Antidiscriminación y en la Ley sobre Derechos y Deberes de las personas en su atención de salud y, por otra, su falta de aplicación efectiva por la institucionalidad actual.
Debemos insistir: responder a las necesidades de las personas con discapacidad no es un problema técnico sino una cuestión de derechos y, por tanto, es una obligación del Estado proteger y garantizar el cumplimiento de esos derechos, es decir, resolver la cuestión de la discapacidad es un problema esencialmente social y político. Para nosotros es esencialmente político cuando en la misma Convención sobre Derechos de las Personas con Discapacidad se recoge el eslogan “NADA SOBRE NOSOTROS SIN NOSOTROS”, lo que implica que no pueden haber políticas públicas sobre la discapacidad sin la participación en su definición de las personas con discapacidad y, más aun, no se puede hablar de una sociedad que ha alcanzado el desarrollo si no es capaz de garantizar y proteger los derechos de las personas con discapacidad”.

Por otra parte, en la actualidad ya contamos con una “Política Nacional para la Inclusión Social de las Personas con Discapacidad”, propuesta elaborada recientemente por SENADIS con un enfoque de derechos, la que contó, durante dos años, con la más amplia participación de diversas organizaciones de personas con discapacidad a lo largo de todo el país. 
En síntesis,  disponemos de un cuerpo jurídico por el cuál el Estado chileno se obliga a respetar, proteger y hacer efectivos los derechos humanos de las personas con discapacidad. Asimismo, de un conjunto de lineamientos para hacer efectivos esos derechos que fueron construidos y consensuados con la amplia participación de las organizaciones de las personas con discapacidad. Las preguntas son entonces: ¿Qué es lo que falta?, ¿Cuáles son los obstáculos existentes para avanzar en que se hagan efectivos los derechos de las personas con discapacidad?  La respuesta es casi obvia: falta de voluntad política. La discapacidad no está dentro de las prioridades de la agenda política del Gobierno y, más general aún, del Estado, pese a ser la minoría social más grande del país y la que presenta mayores niveles de vulneración de sus derechos.
En una reunión de duración tan breve como la fijada por el Ministerio de Desarrollo Social y, además, con la posible asistencia un número importante de representantes de organizaciones de personas con discapacidad, creemos que lo medular de la reunión debería ser, en primer lugar, el hacerle presente a la Ministro de Desarrollo Social y al nuevo Director de SENADIS nuestra posición respecto a la discapacidad en Chile y que no es otra que la manifestada en los párrafos anteriores y, en segundo lugar, escuchar y conocer cuál es la posición del gobierno al respecto. No le vemos ningún sentido en esta primera reunión entrar a detallar los innumerables déficits que existen en cuanto al cumplimiento por parte del Estado de los derechos de las personas con discapacidad, aspectos que deberían ser revisados con minuciosidad en reuniones de trabajo posteriores fijadas expresamente para tales propósitos.
CORFADICH siempre estará dispuesta a participar activa y creativamente toda vez que se revisen documentos y ponencias de las organizaciones representativas de las personas con diferentes tipos de discapacidad: salud, educación, vivienda, trabajo, además de la evaluación permanente de los resultados del “Plan Nacional de Salud Mental y Psiquiatría para el decenio 2010-2020” (Ministerio de Salud) y del Petitorio elaborado por el “Primer Encuentro Nacional de Organizaciones representativas de y para Personas con Discapacidad Psíquica”, implementado por CORFAUSAM y que contó con la participación de más de ochenta organizaciones de todo el país.
A nuestro entender, es impensable partir cada cuatro años de cero, desestimando los esfuerzos participativos de la sociedad civil durante todos estos años, debiendo destinar esfuerzos en la entrega de antecedentes relativos a problemas coyunturales y situaciones de descoordinación entre organismos públicos. Así, la situación de la discapacidad – por su importancia cuantitativa y humana – debe ser una Política de Estado con continuidad a lo largo de los años.
2. Consideraciones de forma
Nos detenemos en los aspectos de forma porque a nuestro juicio también son importantes en tanto reflejan la manera de relacionarnos, debido al mutuo respeto que nos debemos entre todas las organizaciones integrantes del Movimiento D.
a.- Nos parece inadecuado usar el término “lideres” para referirnos a nuestros dirigentes. Lo distintivo de éstos – a lo menos para CORFADICH – es su designación democrática. La categoría líder corresponde a un tipo de consideración diferente.

b.- La exigencia de RUT “para poder participar” es casi insólita: es retomar prácticas abusivas propias de un periodo muy oscuro de la historia reciente de nuestro país y que tanto sufrimiento implicó, hasta hoy, para muchos de nosotros.
c.- Condicionar la participación en la audiencia al cumplimiento de “la tarea”,  nos parece, por decir lo menos, insólito.

e.- El “compilado” y síntesis por cierto que no corresponde si queremos ser consecuentes con el punto 1.

En consecuencia, nuestra organización, a la luz de las condiciones ya señaladas, no participará en la audiencia en cuestión, lo cual no quita – tal como siempre lo hemos hecho, tal como a Ud. le consta y también a SENADIS – continuar colaborando en la construcción de un movimiento potente cuantitativa y cualitativamente, autónomo, creativo y al servicio de uno de los sectores de nuestra sociedad más abandonados desgraciadamente, por el Estado, no por falta de ideas, a lo menos de la sociedad civil, sino fundamentalmente por escasa voluntad política por parte de aquél
Reafirmamos nuestro firme compromiso de estar presentes cuando los temas de la discapacidad sean considerados como Política de Estado, por cierto bajo el prisma de la Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad; de la Ley Sobre Derechos y Deberes de las Personas en su atención de Salud; de la Ley Sobre Normas de Igualdad de Inclusión Social de las Personas con Discapacidad; de la Ley de No Discriminación, y de las conclusiones del estudio transversal llevado a cabo por la Cámara de Diputados de las leyes 20.422 y 18.600 que, entre otras importantes medidas, plantean el otorgar rango ministerial al SENADIS y que compartimos plenamente.
Reciba nuestros atentos saludos 

Raúl Ramírez Urrutia

Presidente

CORFADICH

cc Elizabeth Martínez, Unidad de Comunicaciones M. Des. Social  
	Agregado de última hora. En la madrugada de hoy a través de uno de los noticieros de la TV, se dio cuenta de tragedia en “Residencia de ancianos San Pedro” localizado en Calera de Tango y que recibe aportes financieros del Estado (entre sus huéspedes está ese ser humano que la prensa tildó de “la mujer gallina”, dando muestras de una insólita falta de humanidad). 
Algunos antecedentes VERGONZOSOS para el Estado chileno, para el gobierno, para todos los chilenos.
Más de 100 internados, 80% con limitaciones síquicas; cadáver velado  en capilla sólo cubierto por una sábana desde hace tres días; inmundicias por todas partes; Seremi impresionado por imágenes  promete pronta visita e instruir sumario; la institución – administrada por una doctora no dio la cara a periodista que trató de entrevistarla – arriesga multa por cuarenta millones de pesos (un chiste de mal gusto). 
Chile es el país  de A. Latina que más gasta en armamentos, cifras siderales del gobierno al sector privado para “mejorar” el transantiago, etc.
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